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1.- VISTOS  

Se desata el recurso de apelación oportunamente interpuesto y debidamente sustentado por la representante de la Parte Civil constituida en esta actuación, contra la sentencia del primero (1º) de Noviembre del año próximo pasado, proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito dentro de la actuación que por FALSO TESTIMONIO se adelantó en contra de DEY DAMARIS TAMAYO BEDOYA, por medio de la cual se le absolvió de todo cargo.
No se observan irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer este trámite.

2.- HECHOS 

Se asegura, que la señora TAMAYO BEDOYA, valiéndose de dos declaraciones extrajuicio ante Notario rendidas por los señores PABLO EMILIO CEBALLOS RENDÓN y BERTA GIL DE CEBALLOS, propietarios del inmueble que habita, en los cuales se daba a conocer que ella tenía la condición de última compañera permanente del causante JORGE ADALBERTO CARRASCAL (médico que se suicidó el día 26 de diciembre de 2001), al haber convivido con él durante los último quince años “bajo el mismo techo y de manera permanente hasta el momento de su muerte”, obtuvo indebidamente el reconocimiento del cincuenta por ciento (50%) de una pensión de sobreviviente por parte del Fondo Privado de Pensiones PORVENIR.
La denuncia fue formulada por la abogada DORA RUBY BOLAÑOS ALVAREZ, en su condición de madre de ANDRÉS FELIPE CARRASCAL BOLAÑOS, uno de los hijos menores del citado JORGE ADALBERTO, al considerar que esa pensión sólo debió reconocerse por partes iguales entre los dos únicos hijos del de cujus, es decir, el 50% para cada uno y no el 50% para la denunciada y de a 25% para cada uno de los hijos como quedó establecido por el Fondo Privado, pues para el momento del deceso el padre de su hijo vivía solo en un apartamento del edificio “Cañaveral” de esta capital en compañía de su otra hija también menor de edad ALEJANDRA CARRASCAL TAMAYO (única descendiente de la aquí procesada DEY DAMARIS). 
3.- IDENTIDAD 

Se trata de DEY DAMAARIS TAMAYO BEDOYA, hija de DEY FILIA y CARLOS ENRIQUE, natural de San José del Palmar y vecina de Pereira, residente en la calle 21 No 28 B 07, de 36 años de edad pues nació el 03 de Noviembre de 1967, de ocupación y oficio ama de casa, soltera, bachiller, e identificada con la cédula de ciudadanía No 42’086.976 de Pereira.

4.- CARGOS
Los concreta la Fiscalía en la imputación que como determinadora en el punible de FALSO TESTIMONIO le corresponde a la señora DEY DAMARIS TAMAYO BEDOYA, de conformidad con el artículo 442 del Código Penal, por haber sido ella la persona que hizo la petición para esas declaraciones extrajuicio carentes de veracidad y quien posteriormente las presentó ante la entidad PORVENIR para hacerse acreedora a una pensión que no le correspondía.

5.- FALLO 

La señora Juez del conocimiento, una vez escuchadas las intervenciones de las partes en audiencia pública, decidió absolver de todo cargo a la comprometida TAMAYO BEDOYA, para cuyo efecto sostuvo:
- Una observación de lo declarado ante el Notario, da cuenta que no se llevó a cabo la acción de faltar a la verdad, pues se supo que el señor JORGE CARRASCAL no era un paradigma de hombre estable y sostenía relaciones con varias mujeres, entre ellas la aquí procesada, con lo cual, el hecho de afirmar que sí convivió con ésta es algo que no se opone a la evidencia.
- Los testigos no fueron determinados a mentir, lo que ocurrió simplemente es que don PABLO EMILIO CEBALLOS entendió que como el señor CARRASCAL era quien cancelaba el arriendo de la casa en la que vivía DEY DAMARIS y su hija, era porque vivían juntos. Lo que tuvo entonces fue “un error de apreciación, una equivocación de buena fe” y nada más.

- Le parece sumamente relevante para la decisión a adoptar, el hecho de que la señora DORA RUBY BOLAÑOS no haya denunciado este hecho por el daño al bien jurídico de la Administración de Justicia, sino más bien por una motivación económica originada en el interés que tenía su hijo en esa pensión.

6.- RECURSO

Lo sustenta la representante de la Parte Civil, con fundamento en:

- Comienza por explicar la forma como la denunciante se enteró de la falsedad testimonial, explicativa del tiempo transcurrido para proceder en consecuencia.

- Es equivocada la tesis de la conociente, al sostener que no hubo lesión a bien jurídico alguno, cuando del expediente brota con claridad meridiana la tergiversación de la verdad para cobrarse indebidamente una pensión.

- El interés que mueve a la denunciante es económico, pues de hecho el hijo menor está siendo afectado injustamente.
- En ningún momento ella maquinó un plan para que la señora TAMAYO recibiera la mitad de la pensión, eso no tiene presentación, ni sentido alguno.
- Es innegable que DAMARIS siempre tuvo el dominio del hecho y que los testigos simplemente fueron los instrumentos para lograr su objetivo, lo cual amerita reproche independientemente de si las personas que testificaron a su favor lo hicieron de buena fe como se dice en el fallo confutado. En esos términos, señala que la responsabilidad de ella debe ser a título de autoría mediata dolosa en el ilícito de Falso Testimonio.

- Al ser necesario revocar el fallo y condenar, solicita a continuación que el Tribunal se pronuncie a favor de la señora DORA RUBY en el sentido de oficiar a PORVENIR para que se retire la pensión a DAMARIS TAMAYO y se le otorgue a los dos menores hijos del señor CARRASCAL por partes iguales.

7.- Para resolver, SE CONSIDERA
Antes de comenzar a dilucidar el fondo de este asunto, sea lo primero mencionar que la legislación laboral que cobija el caso de la señora DEY DAMARIS TAMAYO en cuanto a su potencial derecho a una pensión de sobreviviente, está contenida en la Ley 100 de 1993 la cual exige una convivencia permanente en los últimos dos (2) años antes del fallecimiento del cónyuge o compañero permanente (que lo fue el 26 de Diciembre de 2001), codificación que no consagra la figura de la simultaneidad o concurrencia de relaciones extramatrimoniales en un mismo causante, como sí lo contempla la Ley 797 de 2003 con vigencia a partir del 29 de enero de ese año, cuando además de elevar la exigencia de convivencia de dos a cinco años, autoriza la liquidación del monto de la pensión en forma proporcional al tiempo convivido con cada una de las compañeras.
Es de entenderse para esos efectos, que se convive con otra persona, cuando existe una unión permanente, bajo el mismo techo, es decir, un compartir cotidiano sin solución de continuidad. No es suficiente con demostrar que el padre de los hijos sufragaba los gastos de vivienda o alimentación, o que se veían constantemente, se requiere ineludiblemente la demostración de que vivían juntos en el mismo hogar y en condición de pareja. En tal sentido, asistencia no equivale a convivencia.
Un análisis detenido de este expediente, nos lleva a la conclusión de que es una verdad de apuño en la foliatura que la señora DEY DAMARIS TAMAYO no estaba conviviendo “en forma permanente y bajo el mismo techo” con el hoy finado JORGE ADALBERTO CARRASCAL CORTÉS, padre de su menor hija ALEJANDRA CARRASCAL TAMAYO, como textualmente se dijo en las declaraciones extrajuicio que aquí han sido puestas en entredicho.
Fácil resulta concluir lo anterior si se observa lo siguiente:
Al margen de lo aseverado en la denuncia, que de por sí es contundente al sostener que en los trámites de la sucesión se pudo establecer que JORGE ADALBERTO CARRASCAL tenía un domicilio distinto al de DEY DAMARIS, obran en este expediente testimonios del siguiente tenor:

- LUCÍA MESA (fl. 27) -cuñada del occiso-: La niña Alejandra vivió los dos últimos años con el señor JORGE CARRASCAL en ese apartamento, nadie más; aunque en alguna ocasión si vio allí a BEATRIZ ELENA CRUZ LADINO.

- WILLIAM DARIO MIRANDA, HÉCTOR FABIO CASTAÑEDA y MARTA SAENZ (fls.39,40 y 45 vto. respectivamente) -los dos primeros porteros y la última Administradora del Edificio “Cañaveral”): son contestes al afirmar que allí todos tenían a la joven BEATRIZ CRUZ como la compañera permanente del señor CARRASCAL, quien se había ido a vivir allí con la menor ALEJANDRA. Por demás, afirman que la madre de la niña (DEY DAMARIS) sólo llegaba hasta la recepción a verse con su hija, pero nada más, no subía al apartamento, seguramente por respeto a la relación que aquél tenía con BEATRIZ. La citada Administradora, llega incluso a comentar intimidades tales como el hecho de haber enviado en una ocasión una carta el señor CARRASCAL diciendo que prohibía el acceso de BEATRIZ al apartamento pues seguramente habían tenido dificultades, pero que para el mes de Diciembre y más concretamente el día 25, la estuvo esperando con mucha ansiedad, pero no llegó.
- TERESA JIMÉNEZ (fl. 41) -amiga del difunto-: Aseguró, que el médico CARRASCAL después de haber convivido con DEY DAMARIS, se puso a vivir con BETY.

- RAMÍRO TABARES (fl. 48) -amigo personal del occiso-: Que consiguió ese apartamento como “de soltero”. No le consta la convivencia con DAMARIS, pero tampoco escuchó hablar de BEATRIZ.
- Finalmente, el médico JORGE RAMÓN HOYOS y su esposa RUBY DEL CARMEN (fls. 57 y 58), coinciden en afirmar que visitaban al JORGE CARRASCAL y pueden dar fe que él convivía con BETY y con la niña ALEJANDRA, pues que la madre DEY DAMARIS se había ido para Venezuela; tan cierto es, que a él le correspondió intervenir quirúrgicamente a la abuela de BETY en atención a esa relación que los unía. Hablan de una unión entre BETY y JORGE CARRASCAL por espacio de cinco años y que se fue a vivir a ese apartamento más grande para tener espacio y poder llevarse a su hija.
Hasta aquí, queda claro indiscutiblemente que el hoy difunto no vivía con la madre de su hija, que no hacían pareja y que él había decidido hacer vida marital con otra persona y tener consigo a la menor ALEJANDRA.

Para intentar controvertir lo anterior y respaldar la convivencia entre DEY DAMARIS y el finado CARRASCAL, se cuenta con otro cúmulo de testimonios, los cuales se observan difusos, inconsistentes e indignos de crédito, comenzando por la misma injurada. Veamos:

DEY DAMARIS admite que el padre de su hija se había conseguido desde hacía aproximadamente un (1) año, un apartamento “de soltero”, que porque estaba con mucha depresión, le gustaba tomar trago y quería un lugar en el cual compartir con sus amigos sin molestar a su hija; pero sin embargo, él continuaba yendo a la casa dos o tres días a la semana. 

Ocurre, que del expediente se extrae con igual contundencia, que precisamente por esas calendas (es decir, un año antes de su deceso) como lo admite la propia DEY DAMARIS y lo dieron a conocer otros testigos ya citados, la aquí procesada se fue a vivir a Venezuela. Nótese entonces que es bien coincidente que el señor CARRASCAL se consiguiera un “apartamento de soltero” y la madre de su hija se fuera para Venezuela por la misma época, pues es situación que indica una separación de la pareja, con mayor razón cuando es el padre quien se va a vivir con su hija ALEJANDRA de tan solo diez años de edad para ese entonces.

No es muy convincente y antes bien constituye un contrasentido, aquello de haberse conseguido ese apartamento tan solo para estar en farra con sus amigos y no querer perjudicar a su hija menor, cuando precisamente se fue con ésta para ese inmueble. Y no sólo eso, sino que en ese mismo apartamento convivió con la joven de nombre BEATRIZ ELENA CRUZ (“Bety”), como lo dan a conocer los testimonios reseñados; es decir, que ya el papel de madre tampoco lo estaba ejerciendo a plenitud doña DEY DAMARIS.
Fue llamado a declarar el octogenario PABLO EMILIO CEBALLOS, persona que rindió testimonio ante el Notario Cuarto de este Círculo a favor de la señora DEY DAMARIS (ver fl. 24), al igual que su hija LUZ DARY CEBALLOS GIL (toda vez que la esposa de PABLO EMILIO, señora BERTA GIL, ya había fallecido), y sucedió, que tanto PABLO EMILIO como su hija, desmintieron el contenido de las declaraciones extrajuicio, pues son contestes al indicar que no se enteraron de la muerte del señor CARRASCAL porque para ese momento “no estaba ahí en esa casa”, que “no saben dónde viviría él cuando murió”, que “simplemente era la persona que pagaba el alquiler, pero no les consta nada más”. En síntesis, suponen que aquél era el compañero de ésta, pero no lo pueden asegurar a ciencia cierta.
Testificó MARTA INÉS MORENO (fl. 44) -amiga de la pareja porque vivió con ellos durante muchos años en varias partes de la ciudad-, que DEY DAMARIS y JORGE CARRASCAL “nunca se separaron”; sin embargo, también relata que éste se consiguió un apartamento “por seguridad”, pero que seguía viviendo con DAMARIS, aunque no sabe qué días en una parte y qué días en la otra.

CARLOS OSORIO (fl. 55), también confirma la existencia de ese “apartamento de soltero”, pero que lo tenía “para que la niña no lo viera tomando”.

Igualmente SONIA TORRES (fl. 50) -también amiga de la pareja-: que él vivía solo, pero que veía por DAMARIS y por la niña.

La señora madre de la aquí procesada, señora DEIFILIA BEDOYA (fl. 52): que él estaba solo en ese apartamento pero su hija lo visitaba “de vez en cuando” y que “no se separaron nunca”.
Como vemos, no ofrece por tanto ninguna confiabilidad este segundo grupo de testigos, para acreditar CONVIVENCIA PERMANENTE BAJO EL MISMO TECHO entre DEY DAMARIS y el médico JORGE CARRASCAL, como es lo que exigía la ley en aras de reclamar una pensión de sobreviviente. Así las cosas, no puede menos el Tribunal que concluir que en esas declaraciones extrajuicio que sirvieron de fundamento a la reclamación, se consignó algo contrario a la realidad, ya sea total o parcialmente, lo cual constituye infracción penal al tenor del artículo 442 bajo el rubro “Falso Testimonio”.
Hasta aquí el tema probatorio que es concluyente en la aseveración que hace la Sala y que debe servir de eje central para la decisión que corresponde.

Ya en lo atinente a lo que hace a la responsabilidad jurídica de la acusada, es decir, si ese acto de trascendencia penal le es o no atribuible a DEY DAMARIS TAMAYO, se tiene lo siguiente:

Lo primero que podría romper la secuencia lógica de este devenir, es el hecho de no haber sido ella la persona que declaró falsamente ante el Notario, es decir, no fue ella quien faltó a la verdad total o parcialmente como lo manda la disposición, en consecuencia, la autoría material estaría en entredicho.

Mirada así la situación, por supuesto que tendría que sostenerse que no hay un vínculo causal entre el acto y el resultado de parte de la aquí acusada, pues los únicos que deberían responder penalmente serían los ancianos que comparecieron ante el Notario (uno de ellos ya fallecido); pero, lo que aquí se está diciendo y con buen respaldo en la prueba, es que DAMARIS no fue directamente quien lo hizo, pero si es la persona que envió a estos dos declarantes a faltar a la verdad para ella utilizar en provecho propio el contenido de esas deponencias. Y para el Derecho Penal, es igualmente censurable obrar directamente u obrar por interpuesta persona, cuando se actúa a sabiendas de la ilicitud y se comprende el resultado antijurídico.
Decimos que ella los envió y utilizó esas declaraciones para el cobro de la pensión, porque los datos que aparecen consignados en esas declaraciones no sólo provienen de la información que ella les suministró, sino que a sabiendas de su contenido contrario a la verdad las utilizó ante la entidad encargada del reconocimiento para que se hiciera efectivo el pago de una pensión.

La primera figura a aplicar sería la DETERMINACIÓN, es decir, que DAMARIS no fue quien realizó la acción falsaria pero sí determinó a otros a la comisión del punible mediante instigación, mandato, inducción, consejo, coacción, orden, convenio o cualquiera otro medio idóneo para lograr que otro realizara material y directamente la conducta de acción o de omisión descrita en el tipo penal.

Según NOVOA MONREAL, instigar “es crear en el ánimo de otro la voluntad de cometer el delito; hacer surgir en la mente de otro la decisión de realizar el hecho punible; generar en otro el propósito de delinquir”. Entonces el autor intelectual, instigador o DETERMINADOR, conduce a otro hacia la conducta ilícita ya sea haciendo nacer en él la intención criminosa, o fortaleciendo u orientando el propósito delictivo ya latente pero, en todo caso, manejando la voluntad ajena hacia la conducta típica que él quiere ejecutar por interpuesta persona y para lograrlo se vale de orden, mandato, coacción, consejo o asociación. Aún cuando la legislación penal no precisa las formas que el autor intelectual puede utilizar para someter la voluntad del autor material, debemos colegir que sólo mediante cualquiera de los mecanismos señalados anteriormente se actúa.

Ocurre, sin embargo, que la determinación se caracteriza, en palabras del autor FERNANDO VELÁSQUEZ, por: “limitarse a provocar en el autor la resolución delictiva sin tener el dominio del hecho, lo cual lo distingue del coautor”. Así las cosas, se requiere: a)- Vínculo entre la conducta materialmente realizada y la acción del determinador; b)- La actuación dolosa del inductor; c)- La efectiva inducción del determinador; d)- La conducta del determinado, idónea e inequívocamente dirigida a ejecutar la acción sugerida por el determinador; e)- La ausencia del dominio del hecho por parte del determinador.

La señora Juez de primer grado aniquiló los cargos bajo el argumento de que los ancianos CEBALLOS GIL no tenían conciencia de la falsedad que estaban cometiendo, pues de buena fe creyeron que en realidad DAMARIS y JORGE CARRASCAL conformaban pareja, toda vez que éste era quien les cancelaba el arriendo de la casa donde aquélla vivía.
Esa reflexión nos lleva a pensar, que posiblemente la funcionaria considera, aunque no lo dice así expresamente en su fallo, que por el hecho de no existir esa conciencia de antijuridicidad en los testimoniantes y, por lo mismo, no serles atribuible delito alguno, tampoco sería penalmente censurable el aprovechamiento que se le endilga a DEY DAMARIS. 

A juicio de la Sala, la figura que se enmarca con mayor precisión en lo acaecido, es la de la AUTORÍA MEDIATA a la cual hace referencia con buen tino el memorial recurrente, básicamente, porque quien en realidad tenía el dominio del hecho, quien maniobraba los hilos y conducía la acción, no era otra persona diferente a DEY DAMARIS. Los desprevenidos declarantes fueron simplemente el instrumento utilizado por ella para lograr su cometido. Ellos firmaron lo que se les pidió que firmaran, para posteriormente darle el uso que convenía a esos documentos.
De ese modo, no vemos que la acción llevada a cabo por la procesada pueda sostenerse como intrascendente al derecho penal, por el simple hecho de no haber tenido los declarantes una noción clara de lo que estaba ocurriendo. Precisamente ese es el gran reproche a la conducta, pues a más de la falsedad que el documento entraña, hubo aprovechamiento de las condiciones de inferioridad manifiesta en que los citados cooperantes se encontraban. Una mirada desprevenida a la declaración obrante en el expediente del señor PABLO EMILIO CEBALLOS y de su hija LUZ DARY, así permite percibirlo. 
Resta pronunciarnos, en lo que a la responsabilidad toca, sobre la inquietud formulada por la Defensa en el sentido de haber sido su procurada una persona sometida a los consejos y orientaciones de parte de la aquí denunciante; acerca de lo cual, esta Corporación había anunciado como propio de la figura del determinador-determinado.

Esa aseveración no es gratuita, si se tiene en cuenta que la indagada sostuvo que le extrañaba que DORA RUBY BOLAÑOS la denunciara cuando fue precisamente con ella que hizo todas esas vueltas; pero además, cuando se le recibe testimonio a la señora BEATRIZ ELENA CRUZ -la otra probable compañera permanente del aquí occiso- (fl.68), ésta nos cuenta que aquélla (la procesada) le pidió el favor de declarar a su favor (cosa que no aceptó) que porque DORA RUBY la había ayudado a hacer estas gestiones “ya que ella –Beatriz- no había aparecido” y que “la denuncia se la había formulado por el simple hecho de que no le dio a DORA RUBY el dinero que le había exigido”.
Vemos entonces, que se plantea un negocio sucio entre DORA RUBY y BEATRIZ ELENA, es decir, que hicieron una confabulación para sacar un provecho mutuo de todo esto.

El Tribunal, en definitiva, no encuentra asidero lógico a este tipo de afirmaciones, mucho menos con el fin de declarar que DAMARIS TAMAYO sea inocente por haber obrado bajo insuperable influencia de un tercero. Así lo decimos, porque en verdad suena exótico que alguien ayude a otro a realizar unos trámites que finalmente lo único que harían sería perjudicarlo. Y así es porque como bien se sabe DORA RUBY BOLAÑOS era la menos interesada en que se favoreciera a DAMARIS TAMAYO con el reconocimiento del 50% de la pensión, a costa de ver reducida la cuota parte que le correspondía a su menor hijo por ese mismo concepto.

Si en algún momento decidió la ahora denunciante ayudar a gestionar todo esto a DEY DAMARIS, lo fue por estar convencida que era verdad que se trataba de la última compañera permanente del señor CARRASCAL y que en tal condición tenía un derecho que no podía desconocerse. Por supuesto, este proceder cambió sustancialmente, tan pronto se enteró por el proceso de sucesión que eso no era así y que DEY DAMARIS había engañado a la entidad PORVENIR para hacerse a un pago indebido.
Es evidente también, que la señora DORA BOLAÑOS denunció por un interés económico, concretamente para favorecer a su hijo, pero eso es totalmente comprensible, legítimo, máxime cuando se observa una ilicitud como la aquí investigada. 
Por todo lo expuesto, corresponde revocar la decisión adoptada en la primera instancia y dar vía libre a un fallo de condena por la conducta que fue objeto de acusación -Falso Testimonio-.
Siendo así, debe la Sala abordar ahora la petición que en forma subsiguiente hace la Parte Civil, la cual consiste en que el Tribunal disponga la reparación del derecho mediante una orden en la que se disponga que los dineros pagados por pensión a la señora DEY DAMARIS, pasen a poder de los dos hijos menores por parte iguales. A esa pretensión replica el señor Defensor, que eso no es posible porque en este momento existe un proceso ante la jurisdicción laboral, en el cual se debate precisamente la pretensión de las tres interesadas (Dora Ruby, Dey Damaris y Betriz Elena) y que la jurisdicción penal debe respetar la determinación que allí se tome al respecto.
El criterio de la Colegiatura a ese respecto, es que el Juez Penal está en el deber de restablecer el derecho de la víctima, independientemente de las restantes acciones que se llegaren a adelantar y culminar en otras jurisdicciones, con mayor razón cuando existe de por medio la figura de la prejudicialidad que tendría que aplicarse en esos otros procedimientos cuando lo que aquí se está definiendo tiene repercusiones sustanciales en lo que allí es objeto de litigio.

Procederíamos por tanto a disponer lo que la Parte Civil solicita con justa razón, de no ser porque en el caso particular se dan dos circunstancias que nos impiden hacer un tal pronunciamiento, son ellas:
1.- La Colegiatura está en el deber de proteger los derechos de terceras personas que podrían verse afectadas con esta determinación sin haber tenido la posibilidad de controversia. Nos referimos a que en el caso concreto está presente la señora BEATRIZ ELENA CRUZ LADINO, persona que tiene un interés directo en los resultados de esta contienda y de quien se sabe está haciendo una reclamación precisamente por el cincuenta por ciento de esa pensión en condición de última compañera permanente del de cujus.
2.- Según constancias procesales, la señora DORA RUBY BOLAÑOS ÁLVAREZ, quien aquí ostenta la condición de Parte Civil, funge también como interviniente ad excludendum debidamente reconocida en el trámite ordinario que se adelanta en el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de esta capital; en consecuencia, a ella le son oponibles los efectos de la decisión que allí se adopte con respecto al mejor derecho que se tenga en la reclamación pensional.

3.- Lamentablemente, la Fiscalía en uso de su poder de acusación, optó por reducir los cargos al momento de hacer la resolución calificatoria, única y exclusivamente al punible de FALSO TESTIMONIO. Dijo expresamente que: “…dentro del proceso no se demostró cuál fue el monto total que logró obtener la sindicada mediante el reconocimiento del 50% del beneficio pensional que fue liquidado en la suma de $943.242.oo, y en esas condiciones no es factible señalar que hubo una lesión patrimonial, concretamente quien sería el afectado, si Porvenir o la persona que realmente pudiera tener derecho al reconocimiento del beneficio personal, y lo más importante es que dentro de la indagatoria no se efectuó ningún cargo por el presunto delito contra el patrimonio económico”. Palabras más, palabras menos, la Fiscalía no imputó la pretendida Estafa, como delito contra el patrimonio económico que se entendía concursante con el de la Falsedad Testimonial.

Podemos decir, con todo lo anterior, que el restablecimiento del derecho que se reclama, no puede ir hasta la definición anticipada del litigio que en este momento se encuentra pendiente de solución ante la Jurisdiccional Laboral, en el cual tienen reconocimiento para actuar todas las interesadas patrimonialmente en el asunto. Puede sí la Sala, en aras de evitar un enriquecimiento sin causa por parte de la aquí sentenciada DEY DAMARIS, ordenar que ella reintegre a la entidad PORVENIR los dineros que haya alcanzado a reclamar por concepto del 50% de la pensión; para que, una vez se defina en juicio laboral el mejor derecho, la entidad los entregue a la persona que corresponda según el fallo respectivo.
Por esos dos factores preponderantes, el Tribunal estima que no está en posibilidad de hacer pronunciamiento alguno con respecto a los efectos patrimoniales de la conducta y la parte interesada debe quedar sujeta a lo que se defina en la jurisdicción laboral. Obviamente, se dispone adicionalmente que a la autoridad judicial que conoce del asunto (Juzgado Segundo Laboral del Circuito de esta capital) se le remita copia de esta providencia a efectos de tenerla en consideración para la decisión que debe adoptar, como complemento del oficio que ya se había enviado para el análisis de una eventual suspensión provisional por prejudicialidad.
Punibilidad.

El delito por el cual fue acusada la procesada, contemplado en el Código Penal, Libro Segundo, Título XVI, Capítulo III, artículo 442, tiene aparejada una pena que oscila entre cuatro (4) y ocho (8) años de prisión. Ello significa que los límites punitivos son 48 y 96 meses respectivamente. Con un intervalo de 12 (producto de restar entre sí los extremos de la pena y dividirlos por 4) se tiene que los cuartos quedarán de esta manera: Mínimo de 48 a 60 meses, medios, entre 60 meses 1 día y 84 meses; y máximo, desde 84 meses 1 día hasta los 96 meses. Como de la resolución de acusación no se desprenden causales específicas de agravación, pero en cambio sí existe una de atenuación por la ausencia de antecedentes, lo pertinente será ubicarse en el cuarto menor. De tal intervalo, considera la Sala prudente escoger su cantidad mínima, es decir cuarenta y ocho (48) meses de prisión; dado que de por sí el ilícito investigado conlleva una considerable pena y las connotaciones propias del ilícito no conllevan necesidad de una sanción superior. La pena a imponer será por tanto la de cuarenta y ocho (48) meses de prisión.
Como pena accesoria, se impondrá la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso de la sanción principal. 
Subrogado
Por la específica prohibición legal contenida en el artículo 63 del C.P., dado que la cantidad de pena impuesta es superior a los 36 meses de prisión, no es posible en este caso suspender la concesión de la suspensión condicional de la ejecución de la pena impuesta. 
Sustituto de la Prisión domiciliaria

Es innegable que en la sentenciada se consolida la figura de la madre cabeza de familia, de conformidad con los lineamientos legales y jurisprudenciales existentes. Para llegar a tal afirmación, la Sala tiene en cuenta en particular la situación de desprotección en que podría llegar a quedar la menor ALEJANDRA CARRASCAL TAMAYO, quien es hija única y ante el fallecimiento de su padre, necesariamente debe contar con el apoyo de su progenitora, no sólo para que vele por su sostenimiento, sino para que la guíe, oriente, proteja y acompañe. En esas condiciones, está debidamente satisfecha la hipótesis legal contemplada en el artículo 1º de La Ley 750 de 2002, que permite la aplicación de tal instituto.
Por lo demás, no encuentra esta Colegiatura, elementos que permitan inferir que la señora TAMAYO BEDOYA pondrá en peligro a la comunidad, en vista de la modalidad del delito cometido, mucho menos que atentará contra las personas a su cargo, porque no hay evidencia que permita suponer un comportamiento en esa dirección. Así las cosas, hay mérito suficiente para sustituir la prisión y permitir que la pena privativa de la libertad la cumpla en su residencia o en lugar que ella señale. Para ello, deberá prestar caución por valor de un (1) salario mínimo legal mensual vigentes que consignará en la cuenta que para ese efecto tiene el Juzgado del Conocimiento.
8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA:

Primero: SE REVOCA el fallo absolutorio proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad.

Segundo: En su defecto, SE CONDENA a la señora DEY DAMARIS TAMAYO BEDOYA, de condiciones personales conocidas en el proceso, a la pena principal de cuarenta y ocho (48) meses de prisión, por haberla encontrado penalmente responsable de la conducta punible de FALSO TESTIMONIO, contemplada en el Código Penal, Libro II, Título XVI, Capítulo III, artículo 442, y en los términos indicados en la parte motiva.
TERCERO: Se impone a la sentenciada, como sanción accesoria, la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término de la pena aflictiva de la libertad.

CUARTO: No es acreedora la procesada a la suspensión condicional de la ejecución de la pena impuesta, por expresa prohibición legal. 
QUINTO: Se concede a la señora DEY DAMARIS TAMAYO BEDOYA el sustituto de la prisión domiciliaria. Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones contempladas en el artículo 38 del C. P, inherentes al beneficio que se le otorga, deberá depositar caución por valor de un (1) salario mínimo legal mensual vigente, en la cuenta que para el efecto tiene el Juzgado Cuarto Penal del Circuito. 
SEXTO: La señora TAMAYO BEDOYA deberá reintegrar a la entidad PORVENIR los dineros que haya alcanzado a reclamar por concepto del 50% de la pensión, para que, una vez se defina en juicio laboral el mejor derecho, la entidad los entregue a la persona que corresponda según el fallo respectivo. A esos efectos, se librará la comunicación respectiva al citado Fondo de Pensiones.

SÉPTIMO: Envíese copia de la presente decisión al Juzgado Segundo Laboral de esta ciudad, para que sea tenido en cuenta para la determinación a adoptar dentro del proceso ordinario de sustitución pensional que allí se tramita. 

OCTAVO: Dese cumplimiento a lo dispuesto en el numeral 2º del artículo 472 de la Ley 600 de 2000.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                       

 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
� DERECHO PENAL. Alfonso Reyes Echandía, Reimpresión de la Undécima Edición, y CSJ, Auto de diciembre 1º de 1983, Bogotá, en Jurisprudencia Publicaciones Universidad Externado de Colombia.
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